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Resol. Serie “A” N°109
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los treinta días del mes de  diciembre de dos mil diecinueve, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, como Presidente, y los Dres. Gustavo Adolfo Herrera y Eduardo Federico Lopez Alzogaray y, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Federico Argibay Berdaguer y Pablo Santiago Sirena, asistidos por la Secretaria Judicial Autorizante, Dra. Karina Chaud Nigro, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de ff. 499/505 vta. del Expte. Nº 18.941  – Año: 2017 – Autos: “Santillán Rito Ramón y otros c/ Aybar Gabriel y otra s/ Inexistencia de Acto Jurídico por Falsificación de Título – Casación Civil”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse  y en segundo y tercer lugar, los Dres. Gustavo Adolfo Herrera y Eduardo Federico López Alzogaray respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Dres. Federico Argibay Berdaguer y Pablo Santiago Sirena. 

El  Sr. Vocal, Dr. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse dijo:




Y Vistos:

  

Para resolver el recurso de casación interpuesto por la parte actora a ff. 507/512 vta.--------------------




Y Considerando: 




I) Que el recurso es interpuesto contra la sentencia emanada de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Segunda Nominación de fecha 14 de Agosto de 2017 (ff. 499/505 vta.), que resuelve no hacer lugar al recurso de apelación incoado por la actora con costas,  confirmando la sentencia de  1era Instancia de fecha 23 de Agosto de 2016, obrante a ff. 459/463 que  dispone rechazar la acción de inexistencia de acto jurídico por falsificación de título interpuesta por los actores Rito Ramón Santillán, Carlos Alberto Galván, Marco Martín Melian y Ramón Solano Diosque. Con costas.-------


Que para resolver de ese modo, la Cámara entendió que la falta de legitimación activa articulada por los demandados ya fue decidida y coincide con el juez A-quo  en que la inexistencia del acto jurídico por falsificación material, objeto de la pretensión, puede ser alegada por cualquier persona que tenga interés en establecerla, aún por los poseedores. Respecto a la legitimación pasiva entiende que la acción debe dirigirse en contra de quienes participaron en el acto cuya existencia se cuestiona. Que en el caso se denuncia que, a través de una rogatoria de extraña jurisdicción, diligenciada por un Juez Civil y Comercial Provincial, se dio lugar a una inscripción registral de dominio –calificada como falsa- de la que derivaron sucesivas transferencias dominiales a terceros. En consecuencia, considera que por el primigenio acto de registración y creación de matrícula de dominio, la relación procesal debió entablarse entre los actores, el beneficiario de dicha inscripción –Héctor Santiago Buffo- y el Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero -Registro General de la Propiedad Inmueble- por cuanto se denuncia la supuesta falsificación de tal actuación registral, en su calidad de litisconsortes necesarios, a quienes la sentencia a dictarse en la causa resultaría oponible. Sostiene que, cualquiera fuera la falla que se atribuya al acto, la litis debe ser integrada con todos los que participaron en su formación, dado que de prosperar la acción traerá como consecuencia el aniquilamiento de los efectos del acto debiendo ser oídos todos los que eventualmente sufrirán ese resultado. Y, tratándose de sujetos imprescindibles para obtener una sentencia válida en la acción deducida, dada su proponibilidad objetiva y subjetiva, la integración de la litis debió ser dispuesta de oficio por el Juez de primera instancia, con anterioridad a la apertura de la causa a prueba, según lo previsto en el art. 92, 2º parr. del CPCC, a lo sumo, antes del pase de los autos a sentencia. Refiere que en el supuesto particular, los actores sólo demandaron a los titulares registrales actuales del bien, Aybar y Viluco SA, excluyendo a Agriland Investmensts SA por considerar que la fracción que poseen no se localiza en la superficie que pertenece a esta última. No se dispuso la integración de la litis con todos los sujetos mencionados ut-supra, y sólo el co-demandado Viluco SA solicitó la citación de Buffo y del Gobierno de la Provincia como terceros, lo que fue ordenado con relación a Buffo y que, al no ser activada por el citante -Viluco SA-, se le dio por decaído el derecho de éste, ordenándose la devolución de la presentación efectuada por el citado. Entiende que esta decisión no concuerda con el art 99, 2º párrafo del CPCC, que dispone que en todos los casos, la sentencia dictada después de la citación del tercero lo alcanzará como a los litigantes principales y por ende le será oponible, aún a sus sucesores, independientemente de que hubieran comparecido o no. En cuanto a la citación del Gobierno de la Provincia, advierte que no fue resuelta, a pesar de haberse dispuesto el pase a despacho, ni fue abordada por la Magistrada en oportunidad de dictar sentencia definitiva. Considera que, en relación a la nulidad de los actos jurídicos de transferencia de dominio de parte de Buffo a Aybar y de Aybar a Viluco SA y Agriland Investments SA, la relación procesal debió conformarse con todos los integrantes de dichos actos -compradores, vendedores y escribanos intervinientes, por tratarse de actos con pluralidad de partes, quienes deben intervenir en la litis como litisconsortes necesarios. Afirma además, que la citación de quienes deben integrar la relación procesal constituye para la parte actora un imperativo de su propio interés, pues su incumplimiento acarrea la imposibilidad de obtener una sentencia útil a su pretensión. Concluye que ante la  falta de la correcta integración de la relación procesal, el juez no está facultado para abstenerse de decidir, sino solamente para no emitir pronunciamientos de mérito en virtud de carecer la pretensión de un requisito intrínseco de admisibilidad como lo es la legitimación. Agrega que, aún cuando se interprete con un amplio margen de flexibilidad la oportunidad hasta la cual puede integrarse la litis; las circunstancias particulares de la causa, la clausura del término de prueba y el llamamiento de autos a sentencia, conspiran contra la posibilidad de subsanar dicho defecto de constitución de la relación procesal, en desmedro del derecho de defensa de las partes.-----------------------


Que a ff. 507/512 obra libelo recursivo de los casacionistas Rito Ramón Santillán, Carlos Alberto Galván, Marco Martín Melian y Ramón Solano Diosque, representados por el Dr. Jorge E. Simón, en el cual postula la arbitrariedad de la sentencia dictada por la Cámara, al negarse a impartir justicia invocando supuestos valladares formales. Entiende que el decisorio de la Excma. Cámara está a contramano de la jurisprudencia sentada por nuestra Corte Suprema de Justicia de la Nación y el Superior Tribunal de Justicia Provincial en el sentido de que las formas no deben primar sobre la resolución del fondo de la cuestión litigiosa. Sostiene que su parte impetró demanda con base en que un grupo de particulares falsificó una inscripción registral para beneficiarse como titulares dominiales de un valioso inmueble pero no denunció al Estado Provincial por su actuación a través del Registro por cuanto entiende que éste es una víctima más del ardid defraudatorio de estos particulares, únicos autores y beneficiarios del fraude de su autoría. Afirma que de obtenerse una sentencia favorable, ésta no le sería oponible al Registro de la Propiedad Inmueble, sino que dicho acto jurisdiccional ordenaría a éste eliminar un asiento registral que fue producto de un acto fraudulento. Entienden los recurrentes que aquél sólo cumple fines de publicidad de los actos que allí se inscriben, no es perito y menos juzgador de los instrumentos que allí se presentan para dar publicidad a dichos actos jurídicos, por lo que mal puede ser parte de un proceso en el que se debate sobre la autenticidad o no del instrumento en el que se otorgó el supuesto acto. Afirma que es inexacto que aquél haya participado en la formación del acto que se denuncia inexistente, por ser un instrumento falsificado. Sostiene, que con argumentos livianos e inexactos (de orden formal) el Tribunal confirma la sentencia de primera instancia que fuera oportunamente atacada al denunciarse incumplimiento por parte de la Jueza con los deberes que el Código de procedimiento le impone en el art 34 inc. 5, b), c). Afirma también, que la doctrina y la jurisprudencia entienden que la misión esencial del juez es lograr -a través de sus decisiones- la concreción del valor justicia en cada caso que se le presente y tenga que resolver, por lo que no puede ni debe dejar librado el proceso a la entera voluntad de las partes sin ejercer su debido control y dirección, buscando la verdad objetiva de los hechos. Entiende que el proceso no puede ser conducido mecánicamente y que los jueces forman parte activa del proceso, interesándose en la búsqueda de la verdad que hace a la parte sustancial de lo que es materia de discusión entre las partes. Afirma que las herramientas que ponen a disposición las disposiciones del rito y las leyes de fondo, posibilitan que nuestros magistrados dicten sentencias justas, satisfaciendo de tal manera el derecho de los justiciables, brindando un adecuado servicio de justicia, garantizado por la Constitución Nacional. Cuestiona que el Tribunal haya confirmado la sentencia de primera instancia, en donde la juez, con la convicción de estar impedida de dictar sentencia por considerar que la integración de la litis no era completa, no cumplió sus deberes, establecidos por el Código de Procedimiento -art. 34 inc. 5 b, c y concordantes-. Reprocha que, en lugar de ser directora del proceso, con amplias facultades intructorias y ordenatorias, contando con la presentación de quien consideraba litisconsorte pasivo necesario, deliberadamente permitió que el proceso acceda al estado de dictar sentencia; no ordenó medidas para mejor proveer u otras asimilables, sino que, por el contrario, dispuso dictar sentencia al solo fin de rechazarla con el único argumento del impedimento de dictarla. Entiende que  ha obviado, desaprensivamente, que era ella la primera obligada a observar el cumplimiento de lo que consideraba una correcta integración de la litis. Sostiene que, traer al proceso al Estado Provincial como demandado es desacertado, y se incurriría en un dispendio jurisdiccional inútil, que generaría mas controversia impertinente en el proceso. Afirma, por otra parte, que está comprobado en autos que la inscripción registral es falsa y, al negarse a dictar sentencia, se está dando validez a esa falsedad que sustrae un valioso inmueble de un patrimonio, y lo pone a integrar otro, todo en base a un acto probado como apócrifo. Concluye afirmando que no cumplir con los deberes establecidos por el Código de Procedimiento para ordenar o reconducir el proceso, para posteriormente rechazar la demanda por considerarse impedida de dictarla por supuestos defectos de ordenamiento, de los que ella era responsable de ordenar, es una actitud fraudulenta y no puede configurar un acto jurisdiccional válido.------------------------------------


Que a ff. 487/488 obra contestación del co-demandado Viluco SA, representado por el Dr. Rodolfo Soria, en donde solicita se rechace el recurso, dado que la recurrente no invoca agravios atendibles en casación. Sostiene que la cuestión no puede resolverse si la litis no está integrada con el Sr. Héctor Santiago Buffo, por cuanto es parte sustancial en el acto jurídico que se pretende declarar inexistente. Relata que fue él quien manifiestó que la litis debió integrarse con todos los litisconsortes necesarios, es decir, los que intervinieron en el acto jurídico cuestionado y los que se sucedieron. Que esa fue una oportunidad para suplir y subsanar la omisión del actor, y que por su torpeza no supo aprovechar. Afirma, que si la litis no ha quedado integrada con todos los partícipes obligados, la sentencia que en definitiva se pronuncie, sería inútil o deficiente. Entiende que, en virtud de los actos propios, el actor carece de entidad para agraviarse, por cuanto es él quien omitió incluir a Buffo entre los litisconsortes en la oportunidad de demandar y además exigió al juez que se desglose la presentación del Sr. Héctor Santiago Buffo cuando éste compareció al proceso.------------------------


Sostiene que, si bien a la fecha el Sr. Héctor Buffo ha fallecido, ello no es óbice para que, en el caso de declararse la nulidad del fallo, se ordene que el proceso sea integrado con los sucesores de aquél. También afirma que la acción intentada en autos le compete exclusivamente al titular del derecho dominial, y no así a los actores, en tanto ellos, en el mejor de los supuestos, podrían ejercer las acciones que nacen de la posesión, en el supuesto que en verdad fueran sus poseedores, más nunca las que provienen del dominio de las cosas pues ellos resultan ser absolutamente extraños o ajenos respecto de toda cuestión atinente al título del inmueble, por cuanto las mutaciones que se produzcan en el mismo, sea por actos auténticos, sea por actos nulos o inexistentes, les son absolutamente indiferentes y por ende inhábiles para afectar su posesión.--------------------------------------


Que a ff. 489/492 contesta los agravios el Dr. Raúl Lorenzo en representación de Gabriel Aybar y peticiona que se desestime el recurso casatorio intentado y se declare la nulidad de todo lo actuado con imposición de costas. Entiende que la actora debió haber enderezado la demanda en contra de todos los que intervinieron en los actos de transmisión del dominio de la propiedad inmueble, pues, necesariamente, debía ser tratado como un litisconsorcio pasivo necesario. Que ésto no ocurrió, y es responsabilidad de aquélla que no articuló la demanda en debida forma y hoy responsabiliza al A-quo de su propia torpeza. Sostiene que el juicio debe estar ventilado con todos aquellos que tengan un derecho a ser protegido, es decir, vendedores, compradores y autorizantes de los distintos actos jurídicos. Le resulta llamativo que no se demandara a los escribanos intervinientes. Concluye que no puede dictarse pronunciamiento de mérito sin la participación de todos los que intervinieron en los actos jurídicos de compraventa de dominio del inmueble “Las Palmitas”, ubicado en el Dpto. Jimenez de la Provincia de Santiago del Estero, unos como otorgantes y los restantes como autorizantes de esos contratos, e incluso el Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero, en cuanto se cuestiona una inscripción en el Registro de la Propiedad Inmueble, que la parte actora pretende tener por falso e inexistente.----------------------------------------------


Que a ff. 496 y vta. obra dictamen del Ministerio Público Fiscal, quien aconseja rechazar la casación planteada, y confirmar la sentencia atacada. Sostiene que ésta fue dictada conforme a derecho, toda vez que la parte actora debió entablar la demanda contra todos los que intervinieron en los actos de transmisión del dominio de la propiedad inmueble, pues necesariamente debió constituirse como litisconsorcio necesario. Por lo dicho, entiende que debe rechazarse la casación planteada, y confirmarse el fallo venido a estudio.------------------


Que corresponde en este punto analizar la concurrencia de los requisitos exigidos por el Código ritual en orden a la admisibilidad de los remedios impugnaticios interpuestos. El recurso ha sido deducido dentro del plazo fijado por el art. 297 del CPCC, (conf. cargo de f. 512 vta del escrito recursivo y cédula obrante a f. 514). Asimismo, a f. 506 obra constancia del depósito del monto exigido por el art. 300 del C.P.C.C.- Respecto a la  condición de definitividad de la sentencia atacada (arts. 292 y 293 del orden ritual), teniendo como norte lo que sostuvo reiteradamente éste Tribunal, “son sentencias definitivas las que ponen fin al pleito, haciendo imposible su prosecución, o bien, aquellas que causan un agravio de imposible, tardía o insuficiente reparación ulterior, por ser la decisión recurrida de tal entidad que impida su replanteo idóneo y efectivo en una instancia posterior” (S.T.J., sent. del 06/05/09, en autos: “More, Mariana Graciela c/ Dirazar, Carlos David y/u Otros s/ Daños y Perjuicios. Recurso de Queja por Casación denegada”). En el caso, se confirma  la resolución de la Juez de primera instancia que dispone el rechazo de la acción por la falta de una correcta integración de la relación procesal. Si bien no se emite pronunciamiento de mérito, éste es susceptible de causar un gravamen irreparable a los recurrentes por cuanto impide el normal desarrollo del proceso, imponiendo su conclusión, equiparándose de esta forma a definitivo, motivo por el cual se entienden cumplidos los requisitos de admisibilidad formal por lo que cabe adentrarse en el análisis de las quejas propuestas.------------------------


Puestos en esa tarea, corresponde analizar si se ha conformado en los obrados la correcta integración de la litis, lo cual, se encuentra directamente vinculado con la naturaleza de la relación procesal y los consecuentes efectos que pudiera producir. En tal sentido, resulta esencial examinar la legitimación ad causam de las partes. Ésto así, por cuanto constituye un presupuesto de pretensión para el dictado de la sentencia de fondo, pues precisa quienes están autorizados para obtener una decisión de mérito sobre las pretensiones formuladas en la demanda, en cada caso concreto, y, por tanto, si es posible resolver la controversia que respecto de esas pretensiones existe en el juicio entre quienes figuran en él como partes. Al respecto, es unánime la doctrina y la jurisprudencia en sostener que la investigación de la  legitimatio ad causam -por tratarse de un elemento de la acción y por concernir a uno de los presupuestos indispensables para la válida constitución de la relación jurídico procesal- se torna imperiosa e imprescindible para el dictado de una sentencia válida. Ello, atento que la legitimación es un presupuesto esencial para el nacimiento de una relación procesal legítima y, por lo tanto, compromete el orden público, no se convalida por la falta de impugnación por la contraria y, en tal caso, habilita la intervención oficiosa del Tribunal, en cualquier estado o grado del procedimiento, ya que no es posible dictar una sentencia si no están presentes en el juicio los titulares de los derechos en litigio. Así, tiene dicho este Tribunal: “para el juez no existe impedimento para pronunciarse de oficio en la sentencia acerca de la existencia o inexistencia de la legitimación sustancial activa y pasiva, aún en la hipótesis de que el demandado se haya abstenido de plantear esta circunstancia en la oportunidad procesal adecuada, o la haya articulado en los alegatos, o incluso al momento de expresar agravios, habida cuenta que se trata de una cuestión de derecho rigiendo al respecto el principio del iura novit curia” (S.T.J., sent. del 28-03-14, en autos: “Farreras Ilda Catalina c/ Farreras Carlos Enrique s/ Reivindicación de Inmueble  Casación Civil”. En ese orden de ideas y respecto a la falta de legitimación  activa, que fuera  planteada por los demandados, y  resulta por el Tribunal inferior (ff. 103/105),  cabe decir que, al  reclamarse en la demanda la inexistencia de un acto jurídico, esta pretensión puede ser aducida como tal por cualquier interesado...” (C. Civ., Sala  A, ED 7-341). (cfe.  Jorge Joaquín Llambías “Codigo Civil Anotado – Doctrina -Jurisprudencia,  Hechos y Actos Jurídicos. Actos Ilicitos.”pag 215). Con respecto a la legitimación pasiva, corresponde determinar si existe, en el caso que nos ocupa, un litisconsorcio pasivo necesario. El litisconsorcio necesario se configura cuando la sentencia no puede dictarse útilmente más que con relación a varias partes, en cuyo caso existe la necesidad de que todas se integren en el proceso. Según la doctrina legal sentada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el fundamento del litisconsorcio necesario reside en la exigencia de resguardar el derecho de defensa de todos aquellos cointeresados, a los cuales a de extenderse la cosa juzgada propia de la sentencia dictada respecto del fondo del asunto (Fallos 258:375;256:198) (C1ª La Plata, sala 3ª, causas 166.098, reg sent. 163/76;170.413, reg sent. 618/77;183.257, reg sent. 153/82; C. 2ªCiv y Com. La Plata, sala 3ª, 20/10/2009, “A.,A.B. v.G.,A.R. Y otro s/ nulidad de acto jurídico”, 10/6/2010, “I.,P.R. v. M., A H. s/ autorización de venta”, Juba sumario B352671), cit por Augusto Mario Morello Gualberto Lucas Sosa Roberto Omar Berizonce “CODIGOS PROCESALES EN LO CIVIL Y COMERCIAL DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES Y DE LA NACIÓN, Comentados y Anotados, t II, cuarta edición ampliada y actualizada pag. 1101. En el caso, se  promovió  demanda de  inexistencia de acto jurídico por falsificación de título en contra de solamente dos de los sujetos que actualmente figuran como titulares registrales, Aybar y Viluco S.A, excluyendo a  Agriland Investments por considerar que la porción que poseen no se localiza en la superficie que pertenece a esta última. Tampoco se integró la litis con el titular primigenio en la inscripción que se denuncia falsa, Sr. Buffo. Es dable advertir que la citación de este último,  fue solicitadas por el Dr. Rodolfo Soria en representación de  Viluco S.A –co-demandado- (f. 52). Que el accionante no formuló oposición alguna por lo que se dispone su citación para que en el término de treinta días tome en la causa la intervención que pudiere corresponderle en defensa de sus derechos (f. 99 vta). Posteriormente, y a pedido del actor, se intima al Dr Soria para que notifique al Sr Buffo, tal como oportunamente se dispusiera, y, no habiendo cumplido con dicho recaudo, se le da por decaído el derecho (f.109. 114)). Que abierta la causa a prueba, comparece  la Dra.  Silvia Susana Daher en representación del Sr. Buffo, pero la juez rechaza  su presentación argumentando el estado de la causa y el plazo que se había dispuesto para su comparecencia (f.  141/146). Respecto al Gobierno de la Provincia, los accionantes manifestaron en el libelo inicial de demanda que, personal capacitado del Registro de la Propiedad, `que cumple o cumplía funciones adentro del registro´ colaboraron y lograron incorporar la falsa inscripción registral supuestamente originada en un exhorto inexistente, mal puede ahora argumentar que este organismo fue solamente una víctima de la maniobra fraudulenta. Es dable advertir que, la juez al proveer la demanda incluye al Gobierno de la Provincia como demandado y ante la oposición del actor deja sin efecto esta disposición. Por su parte,  el co-demandado VILUCO S.A  solicitó la citación de aquél, petición a la que se opuso el actor y pasado los autos a despacho para resolver, se omitió tratar  su inclusión en los obrados como tercero obligado (f. 99, 102/103/105). Se ha omitido también incorporar al  proceso a los demás intervinientes del acto y de las sucesivas trasmisiones –compradores, vendedores y escribanos intervinientes-.  En ese contexto y teniendo en cuenta la pretensión reclamada -declaración de falsedad de instrumentos- al tratarse de un complejo indivisible, la acción debe intentarse ineludiblemente con todos los sujetos que en él intervinieron. “Cuando se persigue la declaración de falsedad de un instrumento público, debe dirigirse la acción contra todos los intervinientes en el mismo, inclusive el escribano otorgante, por tratarse de una hipotesis de consorcio necesario” (C. 1ª Civ. Y Com. La Plata, sala 1ª, 6/3/1997, Llovet, Graciela v. Gubia, José s/ nulidad”, Juba sumario B 100917) citado por  Augusto Mario Morello; Gualberto Lucas Sosa; Roberto Omar Berizonce “Codigos Procesales en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires y de la Nación, Comentados y Anotados, t. II, cuarta edición ampliada y actualizada pag. 1105. Así  planteadas las cosas, debe concluirse que se configura en los obrados un supuesto de integración defectuosa de la litis, advertida por el A-quo en el momento de dictar sentencia y confirmada por la Cámara de Apelación. De modo que  corresponde  determinar cuál es la resolución que debe adoptarse. Este punto ha dividido a la doctrina pues, mientras para algunos Tribunales, el órgano debe declarar la nulidad del procedimiento, a fin de retrotraer el proceso a la etapa anterior a la apertura a prueba, para convocar de oficio a los litisconsortes no citados, para otros, la pretensión debe ser desestimada. En la primera de las soluciones la nulidad retrotrae el procedimiento permitiendo la correcta integración de la litis y manteniendo vivo el proceso. En la segunda opción en  cambio la desestimación de la demanda supone la culminación de aquél a través de una sentencia que, si bien omite el examen de la fundabilidad, importa el rechazo de la pretensión. Nuestro código de rito dispone “Cuando la sentencia no pudiera pronunciarse útilmente más que con relación a varias partes, éstas habrán de demandar o ser demandadas en el mismo proceso. Si así no sucediere, el juez de oficio o a solicitud de cualquiera de las partes, ordenará, antes de dictar la providencia de apertura a prueba, la integración de la litis dentro de un plazo que señalará, quedando en suspenso el desarrollo del proceso mientras se cita al litigante o litigantes omitidos “(art. 92 del CPCC). Por su parte el art. 34 de la ley adjetiva otorga poderes deberes a los jueces, de dirección y ordenación del proceso. Surge así una genérica responsabilidad que incumbe a todos los jueces -también a los Tribunales Superiores- de velar por la mejor administración de justicia, preservando la garantía constitucional del debido proceso. Al respecto sostiene Roberto Omar Berizonce que, la integración de la litis deviene indispensable para asegurar una sentencia jurídicamente valiosa, objetivo de la labor jurisdiccional eficaz, tanto como la observancia de la garantía del debido proceso en relación a todos los legitimados sustanciales. Más que en razones de mera oportunidad o conveniencia, reposa en motivos de seguridad y prestigio de la propia actividad jurisdiccional. El indiscutido fin público del proceso y de la función jurisdiccional presuponen “la eficaz prestación de los servicios de justicia” (art. 114, tercer párrafo, apartado sexto, Const. Nac.), tanto como la observancia de los denominados “principios inherentes a la mejor y más correcta administración de justicia” CSJN, Fallos: 156:283; 232;269;233:111, 486 entre otros, cuyo resguardo incumbe a los jueces. Es con esa finalidad que el ordenamiento procesal los erige en directores operativos del proceso, para que comanden y guíen en vigilia permanente su desarrollo hacia el desemboque en la sentencia de fondo que, por definición y exigencia constitucional, ha de ser útil para el logro del valor justicia en cada caso concreto.  La interpretación de la ley procesal tiene por finalidad hallar, en cada caso, la solución que mejor satisfaga a las exigencias del proceso como institución del Derecho Público y al resultado funcional de la jurisdicción. (Berizonce, R, “Falta de integración de la litis en consorcio necesario: ¿Rechazo de la demanda o nulidad oficiosa de lo actuado?, en Revista de Derecho Procesal, 2006-2 Litisconsorcio, intervención de terceros y tercería”, pag 15 y sigtes. Ed Rubinsal – Culzoni).  En el caso que nos ocupa, la juez de primera instancia rechaza la demanda por considerar que no se encontraba  correctamente integrada la litis.  Sin embargo se advierte que el la propia magistrada quien incurrió en errores, negligencias y omisiones que derivaron en tal consecuencia. Por su parte, la Excma.  Camara de Apelación arribó a la misma conclusión que aquella entendiendo que, el juez no está facultado para abstenerse de decidir, sino solamente para no emitir pronunciamiento de mérito en virtud de carecer la pretensión de un requisito intrínseco de admisibilidad como es la legitimación. Asimismo hace hincapie en que debe rechazarse la demanda si los coautores se opusieron en su momento a la citación al Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero, pues la oposición operó como un escollo para dilucidar el aspecto sustancial del debate.  Estos argumentos y conclusiones no  se condicen con la verdadera función del juez de  dirigir adecuadamente el proceso, responsabilidad que es indelegable,  por cuanto correspondía declarar la nulidad de todo lo actuado con tal defecto y a disponer oficiosamente la integración de la litis más allá de la voluntad de las partes. El juez tiene el poder-deber  de disponer oficiosamente la integración de la litis en los supuestos de litisconsorcio necesario, en todas las instancias y cualquiera fuera el estado de la causa. La exigibilidad de dicho deber judicial resulta independiente de la rogación de las partes y aún de la desidia, desinterés o simple error en que estas puedan incurrir, pues la responsabilidad por conducir a buen puerto el cometido jurisdiccional es propia e indelegable del juez, que no cabe justificar la prosecución del trámite palmariamente viciado. Si no obstante la falta de integración temporánea de la litis, el proceso llegare al estado de dictar sentencia, el juez, que no puede refugiarse en un non liquen, debe pronunciarse oficiosamente sobre la validez del trámite, que constituye presupuesto lógico de toda decisión de mérito y, consecuentemente, disponer la nulidad de lo actuado retrotrayendo la causa a la traba de la litis, para posibilitar -siquiera tardíamente- el ejercicio de la defensa por la parte sustantiva omitida. Lo contrario, el rechazo de la demanda fundado en el defecto de la legitimación, supone que por una injustificada omisión del propio órgano se concluya consagrando un resultado disvalioso –inutiliter datum- que, precisamente, constituye la frustación de la eficaz prestación de la justicia que encarece el texto constitucional. La declaración de nulidad se fundamenta en la preservación del debido proceso en relación a la parte preterida, tanto como en la conveniencia de asegurar el resultado valioso de la actividad jurisdiccional salvaguardando el prestigio de la justicia.-. En la interpretación que se propugna resalta, en suma, el rol decisivo del juez en la dirección, comando y saneamiento de la litis, tanto como la virtualidad y operancia de los poderes-deberes a su cargo en el diseño del ordenamiento procesal, en consonancia con los fines que son propios e incanjeables de la función pública judicial. “Revista de Derecho Procesal” 2006-2, Litisconsorcio, intervención de terceros y tercerías, pag 22/23. En este orden de ideas , y a fines de salvaguardar el derecho de defensa en juicio de quienes se encuentran vinculados en el acto cuya inexistencia se reclama, considero que corresponde declarar la nulidad de lo actuado en este proceso desde el auto de apertura a prueba inclusive, retrotrayendolo a la etapa del traslado de la demanda, a los fines de cumplimentar con el presupuesto esencial de la integración de la litis con todos los que intervinieron en el mismo  y de las sucesivas transmisiones.-------------------------------- 


Por lo expuesto, normas legales citadas, doctrina y jurisprudencia reseñada y oído lo dictaminado por el Fiscal General, Voto por:  I) Declarar la nulidad de lo actuado en este proceso desde el auto de apertura a prueba inclusive, retrotrayendolo a la etapa del traslado de la demanda, a los fines de cumplimentar con el presupuesto esencial de la integración de la litis. II) Costas en el orden causado, en atención a la forma en la que se resuelve. 



A estas mismas cuestiones, el Dr. Gustavo Adolfo Herrera dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse, emitiendo su voto en idéntico sentido.          




A las mismas cuestiones, el Dr.Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse  votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse – Gustavo Adolfo Herrera - Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.-

Santiago del Estero, treinta de diciembre del año dos mil diecinueve.




En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Civil y Comercial del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) Declarar la nulidad de lo actuado en este proceso desde el auto de apertura a prueba inclusive, retrotrayendolo a la etapa del traslado de la demanda, a los fines de cumplimentar con el presupuesto esencial de la integración de la litis. II) Costas en el orden causado, en atención a la forma en la que se resuelve. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse – Gustavo Adolfo Herrera - Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro - Secretaria Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
18
1

